
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / QUE EL ASUNTO TENGA RELEVANCIA CONSTITUCIONAL / NO SE CUMPLE EN ESTE CASO.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (…)
Característica –la de relevancia constitucional– que lejos está de acompañar a la queja que ahora se eleva, en la medida en que la sola inserción de un asunto en el estado, sin que en realidad se hubiera producido un auto que debiera ser notificado, se muestra absolutamente intrascendente y sin virtud alguna de lesionar un derecho fundamental. Si nada se resolvió, el simple yerro de incluir la acción popular en el listado respectivo, ningún agravio causa. Se trató llanamente, como explicó la secretaría del Juzgado, de un error humano.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, marzo veintidós del dos mil diecinueve 
Expediente 66001-22-13-000-2019-00182-00
Acta N° 103 del 22 de marzo del 2019
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira y la Procuraduría General de la Nación Delegada en acciones populares, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo regional Risaralda, AV Villas S.A. y la Alcaldía de Pereira. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, incoa esta acción de envergadura constitucional contra el despacho judicial en cita, por la presunta violación del derecho al debido proceso. Narra en su escrito que actúa en la acción popular “2018-262” donde la aquoo (sic) Tutelado-a, Viola el debido proceso, al notificar por estado esta acción y no profiere auto alguno…”. Por su lado, el Procurador omite cumplir sus funciones. 

Como consecuencia de ello, pide ordenar al Juzgado que consigne por qué notifica por estado “el proceso”  sin haber proferido ningún auto; que cumpla los términos legales y sea cuidadoso; y al Procurador que demuestre sus gestiones dentro de la acción popular. 
Se ordenó dar trámite al resguardo con las citadas vinculaciones y del juzgado encartado se solicitó la remisión de las copias procesales que estimara pertinentes para su resolución.
El Banco involucrado se pronunció en el sentido de que la acción es improcedente (f. 7 y 8). 
La secretaria del Juzgado accionado informó (f. 12) que por un error humano, se insertó la acción popular referida en el estado 023, sin que se hubiera dictado providencia alguna. 

El Procurador 12 Judicial II para asuntos Civiles, pidió que se negara el amparo, por cuanto ningún derecho ha sido lesionado (f. 15 y 16). 

El Director de Defensa Jurídica del Municipio, se atuvo a lo probado (f. 18). 
CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



El señor Arias Idárraga acude a esta especial senda constitucional en razón a que el en el Juzgado se notificó por estado la acción popular “2015-262”, sin que a ello le precediera una providencia que debiera ser conocida por los intervinientes. 





Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
  



Sin mucho andar, advierte la Sala que el primer requisito general de procedibilidad de la acción de tutela, a la luz de lo decantado por la jurisprudencia, como podría leerse en las  sentencias antes mencionadas, consiste en que el asunto sometido a estudio del juez tenga relevancia constitucional. 

  



Característica que lejos está de acompañar a la queja que ahora se eleva, en la medida en que la sola inserción de un asunto en el estado, sin que en realidad se hubiera producido un auto que debiera ser notificado, se muestra absolutamente intrascendente y sin virtud alguna de lesionar un derecho fundamental. Si nada se resolvió, el simple yerro de incluir la acción popular en el listado respectivo, ningún agravio causa. Se trató llanamente, como explicó la secretaría del Juzgado, de un error humano. 

  



Como el asunto es irrelevante desde el punto de vista constitucional, se declarará improcedente.
También lo es el pedimento frente al Ministerio Público, porque no se acreditó que antes de acudir a este medio, se le hubiese elevado alguna solicitud a la aludida autoridad. 

  



Se absolverá a los demás citados al trámite por no hallar de su parte vulneración alguna de los derechos fundamentales denunciados como conculcados.   





Para aludir a la nulidad elevada por el accionante en su escrito introductorio, por cierto sin que se hubiera surtido ningún trámite, lo que por sí solo la lleva al fracaso, se le remite a las constancias de notificación que reposan en el cartulario, que dan cuenta de la citación a todos los interesados en este asunto, que son los intervinientes en la acción popular de marras, que se adelantó en el Juzgado accionado; por ello y ya que se evidencia que han sido citados todos en debida forma, se rechazará la nulidad invocada.  



  

Finalmente las copias solicitadas se expedirán, pero a costa del accionante, por cuanto su destino no está dirigido a facilitarle el ejercicio del derecho de acceso a la justicia en esta específica acción constitucional, sino para otros menesteres. Para ese fin, deberá pagarse el arancel de que trata el Acuerdo PSAA14-10280 del Consejo Superior de la Judicatura. Esta decisión sigue la línea trazada por la Corte Suprema de Suprema de Justicia recientemente
, que se comparte.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira
 



Se absuelve a los demás citados al trámite. 
  



Se niega la nulidad impetrada. 

  



A costa del peticionario, expídanse las copias requeridas. 

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA  









Aclaración de voto 
� Sentencia C-543-92


� CSJ, Rad. 66001-22-13-000-2018-00189-01, Auto del 12 de julio de 2018, M.P Octavio Augusto Tejeiro Duque. 
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